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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIALPRIVATE 
     SALA DE DECISION CIVIL-FAMILIA

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Junio diecisiete (17) del año dos mil nueve (2009).  





Acta No. 258 de junio 17 del año 2009. 





Expediente 66001-22-13-001-2009-00060-00





Se resuelve la acción de tutela promovida por el señor MARCO ANTONIO GRAJALES RAMIREZ, por intermedio de apoderado judicial, en contra del JUZGADO SEGUNDO DE FAMILIA DE PEREIRA, RISARALDA, actuación a la que fueron vinculados la señora CARMEN ROSA MONTOYA VILLEGAS y la Dra. NANCY LEMUS PRADA, Jueza SEGUNDA DE FAMILIA. 




I. ANTECEDENTES:





Pretende el actor que se le tutele su derecho fundamental al debido proceso que considera vulnerado por razón de hechos y actuaciones desarrolladas por el Juzgado antes citado; que se ordene rehacer el proceso por falta de citación del demandado en el auto admisorio de la demanda; que se declare que por existir enemistad entre la juez y el apoderado, es procedente la inhabilidad (sic) de aquélla para adelantar el proceso y que, como no existe unidad procesal en la diligencia de inventarios y avalúos, se enderece la actuación para que sea una sola, clara y concordante con la ley. 




Luego de explicar lo acontecido dentro del expediente y de los trámites que ha realizado en defensa de los derechos de su poderdante, enfatizando sobre la irregularidad presentada con la notificación del auto admisorio de la demanda, precisa que la diligencia de inventarios y avalúos no ha tenido una “correlación jurídica necesaria” para considerarla como una sola, pues no se dice que es continuación de otra anterior y que no constituye un “solo cuerpo”. Resalta que en ella, no están comprendidos detalladamente los bienes y avalúos, sino “que hace referencia a escritos anteriores que no se relacionan por sus folios, por lo que no pueden hacer parte del acta de que trata el art. 600 C.P.C. es decir (sic), ha faltado el proceso establecido por la ley”.




Pide, en consecuencia, lo mencionado en el parágrafo primero (1º) de este acápite. 





A la acción se le dio el trámite legal, con la vinculación de la Dra. NANCY LEMUS PRADA, que fungió como JUEZ SEGUNDA DE FAMILIA local y de la demandante en el proceso de LIQUIDACION DE LA SOCIEDAD PATRIMONIAL DE HECHO que se acusa de ilegal, las cuales allegaron sendos escritos (folios 24 al 27). La primera concluye que el derecho al debido proceso no ha sido vulnerado y, la segunda, solicita que se niegue la tutela por improcedente. Por su parte el juzgado accionado envió el expediente y guardó silencio en relación con los hechos y pretensiones de la presente acción. 




En esta instancia se practicó la diligencia de inspección judicial al juicio que se tramita ante el juez a-quo (folios 30 a 32). Se  pasa, en consecuencia, a resolver la acción de tutela previas las siguientes,

II.   CONSIDERACIONES DE LA SALA:

El derecho fundamental que el actor estima vulnerado es el del  debido proceso, amparado por el artículo 29 de la Constitución Nacional, el cual es de obligatorio cumplimiento para las actuaciones tanto judiciales como administrativas, en defensa de los derechos de los ciudadanos, razón por la cual deben ser respetadas las formas propias del respectivo juicio. 
Empero no le es dable al juez constitucional aceptar que se haga uso de esta vía, a manera de una nueva instancia, con el objeto de reabrir asuntos ya definidos por el juez, que se encuentran en firme, y  que, valga decirlo, están soportadas por un buen material probatorio, porque como en reiteradas ocasiones se ha dicho:

“Cuando la labor interpretativa realizada por el juez se encuentra debidamente sustentada y razonada, no es susceptible de ser cuestionada, ni menos aún de ser calificada como una vía de hecho, y por lo tanto, cuando su decisión sea impugnada porque una de las partes no comparte la interpretación por él efectuada a través del mecanismo extraordinario y excepcional de la tutela, ésta será improcedente.” 

Para la Sala el derecho fundamental invocado no ha sido lesionado por el despacho acusado, dado  que  el  proceso de LIQUIDACION DE LA SOCIEDAD PATRIMONIAL DE HECHO que acusa de ilegal el peticionario, se ha tramitado conforme a derecho, sin que se observe ninguna vulneración al debido proceso, y de las decisiones en él tomadas no puede decirse que obedecieron al mero capricho o veleidad del juzgador. 




En efecto, el juez de instancia encontró viable darle trámite al proceso, el cual ha estado ceñido a las pautas trazadas por el artículo 626 del C. de P. Civil, en concordancia con el 625 ídem. Sin embargo, al juicio le ha faltado dirección, atentatorio del principio de la preclusión, la misma que se encuentra en cabeza del Juez. Veamos:   

Luego de efectuada la diligencia de inventario y avalúos (folios 129 al 131 del cuaderno de instancia), el apoderado del demandado objeta aquélla. El Juzgado, en lugar de darle aplicación en forma estricta al numeral segundo (2º)  del canon 601 iniciando el correspondiente incidente para resolver la objeción, procedió a requerirlo en los términos que consagra el auto de fecha doce (12)  de marzo último. A partir de allí se han generado actuaciones relacionadas con este trámite que han hecho que el estrado judicial no haya podido determinar, previa la tramitación del incidente,  cuáles son los bienes sociales que se van a repartir entre los compañeros y su valor. 
A pesar de que el Juzgado en el interlocutorio fechado doce (12) de marzo del dos mil nueve (2009), al parecer, pretendió corregir la petición del abogado inconforme, lo debió realizar en  cuaderno separado en donde se le diera inicio el incidente.  
Ahora, es claro que el Despacho así lo hará, de acuerdo con lo expresado en la parte final del interlocutorio adiado dieciséis (16) de abril del año en curso (folios 184 a 186), pero como se ha demorado en su tramitación, el juicio se ha dilatado, llevando a que el último apoderado del demandado realice una serie de peticiones que al final, lo que han hecho, es entorpecerlo.  
No habrá lugar, por tanto, a  proteger este derecho. 
No obstante lo anterior, se le advierte al Juzgado accionado que debe procurar, sin mayores dilaciones, darle trámite incidental al escrito de objeción a la diligencia de inventarios y avalúos presentado por el apoderado del demandado (folio 146 del cuaderno de instancia), en los términos consagrados por el numeral segundo (2º) del canon 601 del Estatuto Procesal Civil.
En relación con las demás peticiones que realiza el tutelante, como que se “rehaga” el proceso por la falta de citación del demandado en el auto admisorio de la demanda y que, por existir enemistad entre la Juez y el abogado de aquél, es procedente la “inhabilidad” (recusación), pasando el proceso al JUZGADO TERCERO DE FAMILIA de esta ciudad, no se accederá a ellas por cuanto son aspectos que ya fueron definidos por la Juez en sede de instancia, frente a lo cual interpuso los recursos que consagra la ley.  Además, no está dentro de las atribuciones del juez de tutela la de inmiscuirse en el trámite de un proceso judicial en curso, adoptando decisiones paralelas a las que cumple, en ejercicio de su función, quien lo conduce, ya que tal posibilidad está excluida de plano en los conceptos de autonomía e independencia funcionales (artículos 228 y 230 de la Carta).

En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:





1o.) SE NIEGA la acción de tutela impetrada por el señor MARCO ANTONIO GRAJALES RAMIREZ, por intermedio de apoderado judicial, en contra del JUZGADO SEGUNDO DE FAMILIA DE PEREIRA, RISARALDA, actuación a la que fueron vinculados la señora CARMEN ROSA MONTOYA VILLEGAS y la Dra. NANCY LEMUS PRADA.




2o.) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5o., Dto. 306 de 1992).





3o.) De no ser impugnada esta providencia, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo   Fernán Camilo Valencia López
� Sentencia T-121 de 1999. Corte Constitucional. M.P. Dra. Martha Sáchica Méndez.





